
domingo

el nacional
opinión P.6 y 7

caracas
4 de septiembre de 2011

p.2

N
ombre y apellido, 
número de cédula, 
fecha de nacimien-
to, estado civil, fir-

ma manuscrita, huella dacti-
lar, foto, datos sobre el pago de 
impuestos, cargas familiares, 
dónde vive, dónde vota, licen-
cia de conducir, señas del Segu-
ro Social, historia médica, tipo 
de sangre, si es donante de ór-
ganos y tejidos y firma digital. 
Esos son, entre otros, los datos 
que estarán incluidos en el chip 
de la nueva cédula electrónica 
que el Estado venezolano pla-
nea lanzar luego de las eleccio-
nes de 2012, de acuerdo con lo 
divulgado por el Saime, Servicio 
Administrativo de Identifica-
ción, Migración y Extranjería. 

Después de que El Nacional 
reveló los términos del contrato 
con la firma cubana que limi-
tan la participación de técnicos 
venezolanos en el proyecto del 
documento de identificación 
de los venezolanos (Siete Días, 
17-7-2011), las autoridades ase-
guraron a través de los medios 
oficiales que la data está prote-
gida por el Saime y que sólo na-
cionales trabajan en el plan. Sin 
embargo, la opinión pública 
aún desconoce el alcance de la 
tecnología adquirida por el Es-
tado y no se ha abierto el deba-
te para evaluar los pro y contra. 
Tampoco se han suministrado 
pormenores de la contratación 
con Cuba. 

Poco han informado las auto-
ridades sobre los procesos téc-
nicos que garantizarán que los 
datos incluidos en el chip no los 
podrán leer personas sin auto-
rización o que el documento 
no será alterado. “Será infalsi-
ficable”, se limitó a afirmar, en 
boletines de prensa, Dante Ri-
vas, director del Saime. “Está 
hecho con una lámina de poli-
carbonato, el sistema de impre-
sión atraviesa las capas y graba 
la información, también posee 
un chip en el cual sólo el Saime 
puede incorporar información 
y un certificado electrónico pa-
ra que los usuarios puedan rea-
lizar transacciones vía web de 
forma segura”, señaló.

Por fuera, la tarjeta tendrá los 
mismos datos que la actual. 
Dentro estará el chip al que se 
refirió Rivas, con una memo-
ria de 72 kb, de acuerdo con el 
contrato de compra de las tar-
jetas que la empresa cubana 
Albet Ingeniería y Sistemas fir-
mó en 2008 con la multinacio-
nal Gemalto. Es un dispositivo, 
con tecnología RFID, que em-
plea radiofrecuencia. 

En los países donde se ha apli-
cado esa tecnología –incluso 
en Estados Unidos, que la usa 
en los pasaportes–, la opinión 
pública ha discutido sobre los 
mecanismos para cifrar la in-
formación en los dispositivos y 
evitar accesos indeseados que 
pongan en peligro la seguridad 
del ciudadano al exponer todos 
sus datos. El debate, además, se 

ha dado sobre la posible vulne-
ración de la intimidad de los 
individuos. Los temores sobre 
estados, empresas o grandes 
corporaciones que husmean 
en la vida privada han activa-
do a grupos de defensa de los 
derechos civiles alrededor del 
mundo. 

Rocío San Miguel, directora 
de la organización Control Ciu-
dadano, lamenta que no exis-
tan mecanismos para auditar 
las decisiones gubernamenta-
les en una cuestión tan sensi-
ble. “Las autoridades debieron 
informar sobre la adopción de 
esta tecnología, en especial 
porque permite la ubicación 
en tiempo real de las personas 
y hay que ver si son compati-
bles con nuestras normas. Un 
asunto de seguridad nacional 
como el de la identidad debió 
contar con la aprobación del 
Poder Legislativo”. 

En la Asamblea Nacional el 
tema es tabú, dice el diputado 
por el estado Táchira, Abelardo 
Díaz, quien el 9 de agosto pro-
puso en la plenaria debatir el 
caso y solicitó la interpelación 
del ministro de Interior, Tareck 
el Aissami. El planteamiento 
chocó contra el bloque oficia-
lista, que lo negó por mayoría. 
“No han explicado nada. Dicen 
que esa cédula es muy buena, 
que será la mejor del mundo, 
pero se niegan a dar informa-
ción”, señala Díaz. 

El diputado oficialista José Ja-
vier Morales, que fue director 
de la Onidex y firmó en 2007 el 
contrato con Albet para que los 
cubanos desarrollaran la nue-
va cédula, le respondió a Díaz: 
“Gracias a la colaboración de 
Cuba ha logrado digitalizarse 
el archivo de las huellas dac-
tilares de más 20 millones de 
venezolanos”. 

Tecnología con detractores. 
Después de los ataques terro-
ristas del 11 de septiembre de 
2001, la preocupación por las 
medidas de seguridad de do-
cumentos de identidad, como 
los pasaportes, se agudizó y 
muchos países desarrollados 
comenzaron a emitir identifi-
caciones con etiquetas RFID. 
Cuando Estados Unidos estu-
diaba insertar un chip de ese 
tipo en sus pasaportes, encon-
tró resistencia en la sociedad 
civil y en organismos defenso-
res de la privacidad del indivi-
duo ante la idea de que cada 
ciudadano tuviera en su car-
tera un dispositivo que puede 
ser rastreado por las ondas que 
emite, sin que el usuario se dé 
cuenta, y que puede identificar 
sus movimientos.

Por ello, el Comité Consulti-
vo de Integridad y Privacidad 
de Datos del Departamento de 
Seguridad de ese país sugirió 
la utilización de otros disposi-
tivos. En un informe elabora-
do en 2006 reconoció que esta 
tecnología aumentaba los ries-
gos para la privacidad y segu-
ridad personal, debido a que a 
través de ellos se podía locali-
zar y hacer seguimiento de los 
ciudadanos. 

Finalmente, se omitieron 

Una empresa cubana maneja el contrato para elaborar la nueva cédula 

electrónica de los venezolanos. A pesar de que el documento contendrá 

data clave, el tema no ha sido sometido a debate público. Expertos 

reconocen los beneficios de las nuevas tecnologías pero alertan sobre 

su uso con fines políticos o el que le podría dar la delincuencia organizada. 

Además plantean una interrogante: ¿viola la privacidad de los ciudadanos? 
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las observaciones 
y entró en vigencia 

el pasaporte electrónico con 
RFID.

Los chips con esa tecnología 
han sustituido paulatinamen-
te la identificación con códigos 
de barra y sus primeros usos 
fueron comerciales. Circuitos 
integrados como estos son co-
locados en los productos de al-
gunas tiendas, para hacer los 
inventarios rápidamente o pa-
ra evitar hurtos, pues al pasar 
cerca del lector las alarmas se 
encienden. 

También es empleado en 
puestos fronterizos en Esta-
dos Unidos, Canadá y Alema-
nia, por ejemplo, para hacer 
más expedito el paso de los 
viajeros. 

Cómo y quiénes. Vincenzo 
Mendillo, profesor de la Escue-
la de Ingeniería de la UCV y es-
pecialista en seguridad infor-
mática, explica que los chips 
usados en identificaciones 
tienen complejos algoritmos 
de cifrado de información que 
impedirían que alguien con 
un lector RFID –se consiguen 
desde 50 dólares en Internet– 
pueda acceder a la informa-
ción que contienen. 

Mendillo observa, sin embar-
go, que se debe especificar a 
quiénes les estará permitido el 
acceso a la data contenida en el 
chip y qué procesos de seguri-
dad se implantarán. “Hay que 
evaluar los niveles de acceso 
que tendrán las diferentes au-
toridades”, insiste. Se refiere, 
por ejemplo, a poder determi-
nar si los lectores instalados 
en los cuerpos policiales po-
drán leer en las cédulas desde 
el nombre de la persona hasta 
el estatus de su declaración de 
impuestos, o si en un hospital 
podrán ver hasta el centro de 
votación que le corresponde al 
paciente.

Marc Langheinrich, profesor 
de la Facultad de Informáti-
ca de la Universidad de Luga-
no, en Suiza, ha escrito artícu-
los sobre la materia en revistas 
científicas. Vía correo electró-
nico, explica que con la tecno-
logía RFID se pueden elaborar 
documentos de identidad más 
difíciles de falsificar. El peligro 
–analiza– estaría en la intro-
ducción de programas que re-
colecten datos sobre las tran-
sacciones y movimientos de 
las personas, que por lo gene-
ral se instalan bajo la excusa del 
combate contra el crimen.  

“Una vez que todos tengan 
tarjetas RFID, pudiera decidirse 
que sea obligatorio para las em-
presas grabar la información de 
los usuarios. Luego, se le podría 
solicitar a cada ciudadano que 
se identifique cuando navegue 
en Internet, por ejemplo, en 
las salas de chat, para prevenir 
anuncios subversivos o injurio-
sos. Esto ya es una ley en Co-
rea del Sur. Cada paso hacia el 
monitoreo se vuelve inevitable 
porque ya se cuenta con la tec-
nología y la gente se acostum-
bra a su comodidad. En pocos 
años, la gente creerá que el Es-
tado tiene derecho a vigilarlos 
y a acceder a sus datos cuando 
quiera”, señala. 

Langheinrich opina que los 
ciudadanos deben conocer las 
razones por las que se adquie-
re una tecnología en particu-
lar, entender sus implicaciones 
a largo plazo y ser cautelosos en 
cuanto a las “mejoras” que se le 
puedan introducir luego.

En 2008, un grupo de estu-
diantes de Ingeniería de la 
Universidad de Virginia –con 
un equipo que costó menos de 
1.000 dólares– accedió remo-
tamente a la información de 
las tarjetas inteligentes y logró 
clonarlas. 

El año pasado, el Instituto 
Nacional de Tecnologías de la 
Información de España advir-
tió en un informe que entre los 
riesgos de ese tipo de chips es-
tán accesos a la información no 
permitidos por los ciudadanos 
y el rastreo de las personas y 
sus gustos. “Al portar una eti-

queta RFID una persona pue-
de ser observada y clasificada”, 
alertaron. Observaciones simi-
lares han hecho organismos 
como Privacy International, 
de Londres, y el Grupo para la 
Protección de Datos de la Co-
misión Europea.

En países como Alemania y 
Holanda, entretanto, prospe-
ran las ventas de fundas con 
aislantes para tarjetas, pasa-
portes y cédulas con etiquetas 
RFID, que impiden la lectura de 
los chips a menos que el usua-
rio lo autorice. 

Control ciudadano. De las vul-
nerabilidades estaban entera-
dos los cubanos de la empre-
sa Albet cuando negociaron la 
compra de la cédula electróni-
ca para Venezuela, afirma An-
thony Daquin, ex asesor del 
Ministerio de Interior que ac-
tualmente solicita asilo en Es-
tados Unidos porque –afirma– 
recibió amenazas después de 
criticar el contrato con Cuba. 

Daquin participó en la comi-
sión que evaluó cuál tecnología 
debía adquirir el país y asegura 
que se consideraron opciones 
que ofrecían más privacidad a 
los ciudadanos, como las nue-
vas tarjetas de los bancos, que 
necesitan ser introducidas en el 
lector para ver la información 
contenida en el chip. Estudia-

ron los casos de naciones que 
usan identificaciones electró-
nicas, tanto chips con contacto 
como los RFID. Austria, Portu-
gal, Estonia, Finlandia, Suecia, 
Bélgica, Malasia, España, Italia, 
Alemania y China estuvieron 
en la muestra. 

“Cuando les pregunté por qué 
escogían el chip RFID, me dije-
ron que para hacer control po-
lítico. En el chip se cruza la in-
formación del Saime, el CNE, 
el Seniat. Es posible también 
compararla con la lista Tascón 
(que identifica a los que pidie-
ron revocar a Hugo Chávez en 
2004). Si se identifica a una per-
sona como objetivo, es posible 
rastrear su ubicación; cuando 
pase por algún lector, sabrán 
dónde está”, asegura. 

La idea de control no es nueva 
en el país. La licitación realiza-
da en el año 2000 para la adqui-
sición de la cédula electrónica 
convocaba el proceso para un 
nuevo “sistema de identifica-
ción nacional y control ciuda-
dano”. Pero un escándalo de 
corrupción acabó con la nego-
ciación, hasta que en 2007 Ve-
nezuela le otorgó el contrato a 
Cuba. 

Rafael Rivero Muñoz, ex di-
rector de la Disip (actual Sebin) 
y de la policía judicial, recuerda 
que los planes de identificación 
electrónica anunciados en 1997 

por el gobierno de Rafael Cal-
dera, y luego por el ex ministro 
de Interior Luis Alfonso Dávi-
la, a principios de la gestión de 
Chávez, afectaban la privaci-
dad. “En la práctica ni siquiera 
es necesario que usted muestre 
la cédula que lleva en la cartera. 
El lector electrónico, al aproxi-
marse, la identifica y tiene a dis-
posición toda la información de 
su contenido. Siendo así, desde 
el momento en que obtenga la 
cédula el ciudadano estará ba-
jo el control total y absoluto del 
Estado”, asevera. 

Para Rivero, esa tecnología 
implica el control casi policial 
de todos los ciudadanos. No 
puede hablarse de la privaci-
dad garantizada en la Cons-
titución –razona– si todos los 
datos personales, familiares, 
académicos, de salud, banca-
rios, penales, de propiedades 
y de servicios públicos pueden 
ser leídos en oficinas públicas 
o privadas que cuenten con la 
tecnología para ello. Además, 
teme por el uso que le pueda 
dar la delincuencia organizada 
en un país que muestra alar-
mantes índices de inseguridad: 
la información podría ser em-
pleada para chantajear, secues-
trar o extorsionar.

“Para mí, como militar, ese 
sistema es ideal”, dice vía tele-
fónica Marcos Figuera, que fue 

director de la Onidex hasta 2002 
y ahora vive en Estados Unidos. 
Recuerda que el proyecto para 
unificar la información de to-
dos los ciudadanos en una ba-
se de datos digital se discutió 
en ese organismo en los inicios 
del gobierno de Chávez: “Aun-
que en aquella época la cédula 
no incluía tanta información, el 
proyecto tuvo detractores que 
argumentaron el problema de 
la privacidad”. 

Desde su óptica militar, res-
cata que en un sistema donde 
todos los venezolanos están 
registrados –“abstrayendo el 
uso político y delincuencial”–, 
el problema de la inseguri-
dad se afrontaría mejor por-
que sería más rápido el che-
queo de las identidades de los 
delincuentes. 

Los expertos suman a esos 
problemas la preocupación 
de que un gobierno extranjero 
maneje todos los datos de los 
ciudadanos o que del Saime 
–que el último año ha destitui-
do a 200 funcionarios por co-
rrupción– se puedan filtrar los 
programas y códigos que per-
miten la lectura de la informa-
ción contenida en el chip de las 
cédulas y eso pudiera ser em-
pleado para fines económicos 
o políticos o para cometer deli-
tos. El Gran Hermano, además, 
tendría acento cubano.�s

Denuncian sobreprecio de las cédulas

En el contrato entre el Mi-
nisterio de Interior y Justi-

cia de Venezuela y la compañía 
cubana Albet se acordó la com-
pra de “ocho millones de cédu-
las electrónicas vírgenes para 
personalizar (incluir los datos 
de los ciudadanos) durante el 
primer año de explotación de 
la solución”. Además de las tar-
jetas con chip, en la negocia-
ción se incluyeron los software 
para operar las cédulas, los 
puntos de control migratorio 
y el suministro e instalación de 
los puntos de lectura biométri-
ca de las identificaciones. 

Debido a la carencia de mate-
rial y la tecnología, Albet sub-
contrató a Gemalto para que 
suministrara las tarjetas: acor-
daron la compra de 6 millones 
de cédulas, cada una por 6,75 
dólares, por lo que el contra-
to ascendió a  40,5 millones de 
dólares. El documento estable-

ce que Albet buscará a Gemal-
to como proveedor 
cada vez que Ve-
nezuela requiera 
comprar nuevas 
tarjetas.

Si se comparan los 
contratos entre el 
MIJ y Albet, y el de 
esta firma con Gemal-
to, se observa una di-
ferencia de 2 millones 
de tarjetas, cuyo costo 
es de 13,5 millones de 
dólares. Ni represen-
tantes del ministerio ni del 
Servicio Administrativo de 
Identificación y Extranjería 
han atendido las solicitu-
des de El Nacional para que 
expliquen los detalles de esa 
negociación en la que Cuba 
fue intermediaria y la razón 
de la disparidad en el número 
de tarjetas compradas.

El ex asesor del Gobierno en 

materia de documentos elec-
trónicos, Anthony Daquin, 
asegura que las tarjetas fue-
ron vendidas con sobreprecio 

y que en el mercado in-
ternacional se encuen-
tran por la mitad del va-
lor que cobró Gemalto. 
“Esas tarjetas vírgenes 
cuestan alrededor de 
3,40 dólares, con todas 
las medidas de segu-
ridad, como las que 
compró Venezuela 
en esas cantidades”. 
El contrato esta-
blece también que 
Gemalto instalará 
laboratorios para 
probar y adecuar 
el software de las 
cédulas tanto en 
Cuba como en 
Venezuela. “El 
laboratorio que 
se instaló en La 
Habana cuesta 
entre 100.000 y 

350.000 dólares en equipa-
miento”, agrega Daquin. 

Fuentes ligadas al ministe-

rio aseguran que Venezuela 
pidió a Albet aclarar el des-
tino de los 13,5 millones de 
dólares restantes, que corres-
ponden a las tarjetas que Albet 
no incluyó en su contrato con 
Gemalto. La solicitud habría 
motivado una reunión con la 
directiva de Albet en La Haba-
na a mediados de agosto, pa-
ra tratar el tema del supuesto 
sobreprecio. 

La petición llega en momen-
tos en los que en la isla se co-
menta un escándalo de corrup-
ción en la Empresa de Teléfonos 
de Cuba (Etecsa) que, al igual 
que Albet, depende del Minis-
terio de Comunicaciones de la 
isla, que encabezó hasta enero 
el general Ramiro Valdés. El ca-
so, que ha estado rodeado de 
hermetismo, se relaciona con 
la instalación del cable de fibra 
óptica entre Caracas y La Ha-
bana, que le costó a Venezuela 
70 millones de dólares. Hasta 
ahora, han despedido a 2 vi-
ceministros de Comunicacio-
nes y otro funcionario escapó 
a Panamá.�s

Contrato entre el Ministerio 

de Interior y Albet

Contrato entre Albet y Gemalto

Rocío San Miguel� 
directora  
de control ciudadano

El contrato establece que Cuba debe entregar 8 millones de documentos 
de identidad, pero la isla sólo compró 6 millones. Hay una diferencia  
de 13,5 millones de dólares, que no han justificado

La nueva identificación
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La cédula electrónica contendrá un chip que se lee 
por radiofrecuencia, en el que se incorporarán los datos 
del ciudadano, además de su foto y huellas
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y transmitir la información 
a una aplicación informática
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En tiempos en los que se 
exhorta a las empresas a 

mantener discretos márgenes 
de ganancias –el presidente 
Hugo Chávez ha dicho que ré-
ditos de más de 10% son exa-
gerados–, el país firmó contra-
tos para la elaboración de los 
software que usarán las oficinas 
públicas con Albet Ingeniería y 
Sistemas, empresa cubana que 
fija 35% del total del contrato 
como porcentaje mínimo de 
dividendo en cada proyecto. 

La cifra la precisa la compa-
ñía en el estudio Procedimien-

to para la fijación de los precios 
de los productos y/o servicios de 
exportación, publicado en fe-
brero de 2010 en la revista vir-
tual Vinculando.org, que trata 
temas de economía sustenta-
ble y es editada en México. Si 
se toma como referencia el 
costo del contrato para la ela-
boración de las nuevas cédulas 
electrónicas, suscrito en 2008, 
por 172,2 millones de dólares, 
la ganancia para la firma –sólo 
con este proyecto– es de 60 mi-
llones de dólares. 

“La gran mayoría de las solu-

ciones comercializadas por Al-
bet forma parte del convenio 
Cuba-Venezuela, por lo que a 
la hora de calcular los precios 
se ha seguido las políticas de-
finidas anualmente por las 
Secretarías Técnicas del con-
venio, que se enfocan funda-
mentalmente en definir tarifas 
por honorarios profesionales, 
el esfuerzo de cada uno de los 
roles y los gastos asociados a la 
vida en el exterior, como pue-
de ser visa, seguro de vida, viá-
ticos, pasajes internacionales, 
hospedajes, entre otros, y con 
todas estas variables definir el 
precio final de la solución”, de-
talla el informe. 

Agrega que el otro gran cliente 
de la firma es Pdvsa, con la que 
se sigue un patrón similar para 
definir los costos de los proyec-

tos que elaboran. Entre 2005 y 
2010, Albet ha tenido ganan-
cias de aproximadamente 780 
millones de dólares, según han 
declarado sus representantes 
en foros internacionales.

Entre los resultados del infor-
me, los técnicos de la compañía 
isleña señalan: “Las soluciones 
integrales deben aportar una 
utilidad mínima de 35%; en ca-
so contrario, deberá aprobar-
se por la máxima dirección de 
Albet”. Sostienen que cuando 
se ofrezcan servicios profesio-
nales el margen de utilidad de-
berá oscilar entre 60% y 70 %. 
“La tendencia vendrá dada por 
el lugar donde se desarrolle el 
servicio. En el caso de servicios 
que se ejecuten en la localidad 
del cliente, los gastos serán ma-
yores, por lo que el margen de 

utilidad tenderá al 60%”, expo-
nen. Los servicios que presta 
Albet en Venezuela implican la 
presencia de sus técnicos en te-
rritorio nacional. La página web 
de la UCI señala que existe una 
misión de esa casa de estudios 
en el país, por lo que para gran 
parte de los proyectos –identifi-
cación, registros y notarías, ad-
ministración de bases de datos 
públicas, diseño de programas– 
aplicarían esas tarifas. 

“En el Centro Nacional de 
Tecnologías de la Información 
nos quitaron un proyecto a los 
venezolanos para dárselo a los 
cubanos. La directiva nos dijo 
que ellos estaban trabajando 
en otro plan, pero le sobraron 
horas por cumplir y por eso las 
pagarían en ese proyecto. No 
entiendo cómo se pueden de-

ber horas por un contrato es-
pecífico y se pagan haciendo 
otras labores”, expresó un téc-
nico que trabaja en una oficina 
estatal.

La empresa cubana también 
tiene previstos casos en los que 
sirve como intermediario: “En 
el caso de los componentes que 
sean adquisiciones a terceros, 
el margen de utilidad deberá 
ser mayor o igual a 15%”. Para 
la contratación de las cédulas 
electrónicas, por ejemplo, Al-
bet subcontrató por 40,5 mi-
llones de dólares a la multi-
nacional Gemalto para que le 
suministrara las tarjetas con 
chip. En esta operación, si se 
sigue el procedimiento de fija-
ción de precios del estudio, la 
compañía ganó 6 millones de 
dólares.�s

Manejan los programas de las llamadas de emergencia al 171

Albet obtiene por lo menos 35% de las ganancias 
En un estudio de la compañía, publicado en 
Internet, señalan que cuando sirven como 
intermediarios deben tener utilidades de 15% 
del valor de los contratos

El software de la policía se hizo en La Habana
La actualización tecnológica de los cuerpos de seguridad fue desarrollada por la empresa Albet, que diseñó la base de datos que centralizará  
la información de los delitos cometidos en todo el país. El sistema de gestión de cárceles también está en manos cubanas

E
l diseño de las nuevas 
bases de datos del 
Cuerpo de Investi-
gaciones Científicas, 

Penales y Criminalísticas que 
contienen el historial de regis-
tros policiales de los ciudada-
nos y los datos sobre el siste-
ma penitenciario y servirán de 
plataforma para la integración 
tecnológica de las policías, fue 
asignado a la empresa cubana 
Albet Ingeniería y Sistemas. La 
firma se convirtió en los últi-
mos años en una de las mayo-
res proveedoras de programas 
informáticos para el Ministerio 
de Interior y Justicia. 

En su portal electrónico, Al-
bet señala que ha diseñado pa-
ra Venezuela los sistemas de 
gestión penitenciaria, gestión 
policial, investigación e infor-
mación policial y gestión de 
emergencias de seguridad ciu-
dadana. Las fotos de los forma-
tos digitales que utiliza el Cicpc 
ilustran el site cubano. 

En las cárceles. Albet comer-
cializa los programas que con-
fecciona la Universidad de 
Ciencias Informáticas de Cu-
ba, casa de estudios creada en 
2002. A pesar de dedicarse a la 
enseñanza de computación, no 
fue sino hasta 2008 que la UCI 
lanzó su página web. Una anéc-
dota marcó el inicio del portal: 
los primeros días, al tratar de 
acceder a su página, aparecía 
el site de la Dirección General 
de Servicios Penitenciarios de 
Venezuela. “En la UCI estaban 
desarrollando ese sitio web. Pa-
ra probarlo lo pusieron en uno 
de los servidores y lo configura-
ron de manera que se veía este 
sitio respondiendo a www.uci.
cu y estuvo así unos días”, rela-
tó Yudivián Almeida, profesor 
de la Universidad de La Haba-
na, en su blog sobre temas edu-
cativos de Cuba. 

En la página web de Albet se 
detalla que el sistema permite 
controlar el tránsito de los in-
ternos en las prisiones y ayuda-
ría a verificar el cumplimiento 
de la pena de cada uno de ellos. 
“La información permite ejecu-
tar acciones para prevenir he-
chos ilícitos, de violencia y ma-
nifestaciones de corrupción”, 
apunta. “Contribuye a la rein-
serción de la población penal 
al registrar su clasificación en 
régimen y su caracterización 
social, psicológica y crimino-
lógica. De la misma forma ayu-
da a mantener el control epi-
demiológico y evaluar el clima 
penitenciario a partir de los in-
dicadores de gestión”, agrega. El 
proyecto incluye, según Albet, 
cámaras digitales y escáner de 
huellas para identificar a presos 
y visitantes.

Sin embargo, el plan se 
ha retrasado. Después de 
la crisis de la cárcel de Ro-
deo y de la fuga del pran 
“Oriente”, la Fiscalía no 
pudo identificar cuántos 
presos escaparon con él 
ni quiénes eran. La infor-
mación fue tan imprecisa 
que el Ministerio Público 
emitió un boletín, 48 ho-
ras después de la fuga, en 
el que afirmaba que el nú-
mero de internos evadidos 
era de “entre 24 y 79”. 

En las comisarías. Fuen-
tes de la policía científica 
indicaron que personal de 
Albet les ha impartido cur-
sos para el manejo de otra 
base de datos en la que se 
registrarán los anteceden-
tes policiales y el récord de 
delitos. También señalan 
que los antillanos están al 
frente de los cursos de ac-
tualización en el Instituto 
Universitario de la Policía 
Científica. No obstante, 
admiten que los planes 
aún no se han concretado. 
“Seguimos llevando las fi-
chas en papel, en grandes 
archivos. La base de datos 
sigue funcionando a la an-
tigua, en una computado-
ra como las de antes, con 
letras verdes”, afirma un 
funcionario. 

Los técnicos de Albet di-
señaron el sistema de ges-
tión policial que está por 
estrenar la policía. “La apli-
cación permitiría a aque-
llas dependencias que no 
cuentan con sistemas in-
formáticos gestionar la 
información derivada de 

nicación con sistemas informá-
ticos de instituciones externas”. 
Añade que ayuda a disminuir el 
tiempo de investigación poli-
cial al tener procesos automa-
tizados. “Igualmente genera in-
formación estadística confiable 
y facilita el esclarecimiento de 
un caso investigativo, propor-
cionando información actuali-
zada y rápida”.

Pero en las comisarías cuen-
tan otra historia. Funcionarios 
aseguran que la revisión de 
expedientes se hace de forma 
manual. “Para evaluar las hue-
llas de un sospechoso tenemos 
que esperar hasta 15 días para 
que las comparen con los ar-
chivos del Saime, y las inves-
tigaciones se retrasan”, señaló 
un policía que pidió reservar 
su nombre.

En emergencias. El director de 
Emergencias 171 en el estado 
Táchira, Ernesto Márquez, sos-
tiene que el software cubano 
para la gestión de emergencias 
de seguridad ciudadana ralen-
tiza los procesos de atención de 
los casos. 

En marzo, su despacho reci-
bió una llamada del Ministe-
rio del Interior y Justicia, en la 
que le informaron que el 171 
sería ahora una coordinación 
nacional y que se implantaría 
otro software para procesar 
las llamadas de emergencia. 
15 días después, los ingenie-
ros cubanos Ramón Anglada 
Martínez, Wilson Alba Cal y 
Henry Góngora Columbié se 
presentaron en las oficinas 
como funcionarios del minis-
terio y les informaron que los 
programas para la atención 
de las llamadas se estandari-

zarían y ellos les enseñarían a 
usar la nueva herramienta. 

Márquez explica que el pro-
grama que les presentaron no 
se adecua a la realidad tachi-
rense: “Ellos hicieron una lista 
de sólo 10 motivos de llamadas 
y en la entidad hay más tipos 
de emergencias porque somos 
un estado fronterizo. Se quedó 
por fuera, por ejemplo, el con-
trabando de extracción”. 

Lo que más le preocupa es 
que para realizar procesos or-
dinarios será necesaria la au-
torización del Gobierno cu-
bano. Márquez afirma que el 
software es manejado desde 
la Universidad de Ciencias In-
formáticas pues, de acuerdo 
con lo que les explicaron los 
isleños, cada vez que quie-
ran hacerle ajustes al progra-
ma deben hacer la solicitud al 
MIJ en Caracas para que éste 
la envíe a la UCI y a Albet en 
La Habana y, después de 15 
o 30 días, podrían remitirles 
la solución. “Somos un órga-
no auxiliar de la investigación 
penal. Si la Fiscalía quiere una 
solicitud urgente y la necesita 
como prueba, nosotros la im-
primimos, la sellamos y se la 
mandamos. Pero si se instala 
el software cubano, habría que 
pedirle acceso a la isla para 
que desde allá manden la in-
formación en archivo digital y 
la autorización para imprimir-
la”, alerta Márquez.

La página web de Albet seña-
la que entre las funciones que 
diseñaron están el registro, 
clasificación y detección auto-
mática del número telefónico 
del que se recibe la llamada de 
emergencia, así como los da-
tos del propietario y el registro 
de las unidades disponibles 
para la atención de las solici-
tudes. Aseguran que permite 
la generación de reportes es-
tadísticos y también visualizar 
el estado o el municipio en un 
mapa digital, así como el mo-
nitoreo de señales de radio y 
televisión con el uso de tecno-
logía de punta. 

A pesar de las ventajas que 
indica Albet, Márquez con-
sidera que se dificultará la 
evaluación estadística de 
los motivos de llamadas de 
emergencias, pues el nuevo 
software no permite la migra-
ción de la data que cada orga-
nismo ha acumulado durante 
los últimos años. “Habría que 
pasarla manualmente, lo cual 
es imposible y perderíamos to-
da la base de datos”, lamenta. 

Sea sobre identificación de 
los ciudadanos, propiedades, 
antecedentes penales o esta-
dísticas policiales, los registros 
venezolanos tienen en común 
la conexión con La Habana.�s

la actuación policial en la 
región que incumbe a ca-
da departamento y, al mis-
mo tiempo, tener acceso a 
información compartida. 
Además, se podrá identifi-
car a cualquier ciudadano 
en caso de estar presunta-
mente involucrado en un 
delito o falta”, precisan en 
la página web. 

Los programas también 
permitirían consultar y 
analizar la información al-
macenada por los diferen-
tes órganos de seguridad 
ciudadana, para monito-
rear los índices delictivos 
por sectores o en escala 
nacional. “Con un produc-
to de estas características 
se contribuye a mejorar la 
seguridad ciudadana de la 
población, a minimizar la 
ocurrencia de delitos y a 
brindar elementos reales 
a los policías para poder 
realizar acciones más efec-
tivas”, concluye Albet en su 
presentación.

Otro de los sistemas di-
señados por técnicos cu-
banos fue el de investiga-
ción e información policial 
(Siipol). La web de Albet lo 
describe de este modo: “Se 
desarrolla garantizando 
altos estándares de seguri-
dad, llegando hasta la au-
tentificación por huellas 
digitales con la comunica-
ción con un AFIS (sistema 
automático de identifica-
ción de huellas dactilares). 
A través de sus múltiples 
funcionalidades permite la 
gestión, almacenamiento y 
análisis de la información 
policial, así como la comu-

Los formatos digitales en los que 
el Cicpc archiva la información so-
bre los criminales y los hechos de-
lictivos, ilustran el site de la firma 

cubana Albet

Si se instala el 

software cubano 

habría que pedirle 

acceso a La Habana 

para que desde 

allá manden la 

información”

Enrique Márquez� 
 director del 171 en táchira


